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Algunos aspectos de poi ítica 
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INTRODUCCIÓN 

La industrialización constituye, como es sabido, uno de los 
objetivos básicos de la política económica española definida 

por el Nuevo Estado que emerge de la Guerra Civil. Muy tem­
pranamente, en octubre y noviembre de 1939, se dictan dos le­
yes - la de protección a las nuevas industrias de interés nacional 
y la de ordenación y defensa de la industria nacional- que, jun­
to a la más tardía creación del Instituto Nacional de Industria (INI), 
const ituirían el entramado normativo de la política industria­
lizadora del franquismo hasta 1963.1 Ese entramado lo forman 

1. Este aspecto se trata con más detalle en Buesa, op. cit. , capítulo 
2, así como en Fabián Estapé, "En torno a una nueva medida de política 
económica: la determinación de dimensiones mínimas", en Economía In-

• Departamento de Estructura Económica y Economía Española, 
Universidad Complutense de Madrid. El presente texto recoge algu­
nos fragmentos de mi tesis doctoral, El Estado en el proceso de indus­
trialización: contribución al estudio de la política industrial española 
en el período 1939-1963, Madrid, 1982. Agradezco a Javier Braña y 
José Molero su esfuerzo en la discusión y corrección del contenido 
de estas páginas, esfuerzo del que me he beneficiado ampl iamente 
aunque sólo a mí me corresponda la responsabilidad de las insuficien­
cias o los errores aún subsistentes. Asimismo, expreso mi reconoci­
miento al Instituto de Estudios Fiscales y muy especialmente a su di­
rector, D. César Albiñana, por la ayuda financiera que me han presta­
do para llevar a buen fin la investigación que sirve de base a este 
artículo. 

tanto normas de carácter regulador por las que se concede al Es­
tado una importante capacidad para orientar las actividades pro­
ductivas, como normas interventoras que autorizan la participa­
ción directa o indirecta del Estado en la producción de bienes 
y servicios . 

Estas últimas, cuyo análisis constituye el objeto de este artícu­
lo, están motivadas por la insuficiencia de las inversiones en 
determinadas ramas o sectores que se considera necesario des­
arro llar a fin de lograr que se aplique un proyecto específico, ex­
plícito o no, de especial ización productiva . Las prácticas inter­
ventoras, por tanto, encuentran su justificación en la cons idera­
ción de que los simples mecanismos o fuerzas del mercado no 
pueden conducir a un objetivo deseable de suficiencia producti­
va y de relativa independencia económica frente al exterior. De 
ahí que las políticas de sustitución de importaciones -que por 
las circunstancias por las que atraviesa la economía mundial en 
el período que estamos tratando, son no só lo posibles, sino ne­
cesarias en numerosos países de la periferia del sistema-2 com­
porten prácticas de intervención directa o indirecta del Estado. 

dustria/, núm. 4, abril de 1964 (reproducido en, del mismo autor, Ensa­
yos sobre economía española, Ariel, Barcelona, 1972, pp. 21 9-248). En 
estos trabajos se argumenta con precisión la delimitación del período. 

2. Hemos tratado el tema en Javier Braña, Mikel Buesa y José Mole­
ro, "El fin de la etapa nacionalista : industrialización y dependencia en 
España, 1951 -59", en In vestigaciones Económicas, núm. 9, mayo-agosto 
pe 1979. Sobre América Latina, véanse Adolfo Dorfman, La industrializa­
ción en América Latina y las polfticas de fomento, Fondo de Cu ltura Eco­
nómica, México, 1967, y Max Nolff, El desarrollo industria/latinoameri­
cano, Fondo de Cultura Económica, México, 1974. 
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Lógicamente, la intervención estatal puede im plica r c ierta co­
li sión con los intereses privados, expli cable en función de la auto­
nomía relativa del Estado, pero que en caso de produc irse ha de 
reso lverse a largo plazo o susc itar una cri sis de hegemonía . Por 
ello, en el plano progra mático, las inic iati vas de intervención se 
p lantean con un profundo respeto a d ichos intereses. Como se­
ñala Suanzes: 

" El Estado reconoce el inmenso e insustituible valor de la ini­
ciati va privada, fuente inigualada de progreso . Es dec ididamente 
contrari o a toda teoría o cr iteri o de estatifica r la indu stria, comer­
cio o, en general, cualquier acti vidad de tipo económico ... 
Pero cree también que no puede renunciar a ningún med io líc ito 
para lograr el más rápido desenvolvimiento económico del país, 
base insustituible de la mejora de las cond ic iones de vida de gran­
des sectores españoles . En ese ca mino ha de vencer inercias y 
resistencias, cuando se presenten, y ha de alentar, empujar o, en 
su caso, sustituir aquel la iniciat iva, cuando se muestre ausente 
o premiosa o cuando descubra propósitos o métodos contrarios 
a las elevadas finalidades que se pers iguen" 3 

Del mismo modo, Gay de Montella sinteti za así los plantea­
mientos que fundamentan las políticas formuladas y aplicadas en 
el período: 

" La política económica del Estado nacional se desenvuelve so­
bre la base de dos principios que deben compenetrarse y com­
plementarse: la iniciativa privada y la intervención del Estado . De­
be considerarse la primera como el instrum ento más eficaz y más 
útil en interés de la nac ión . La intervención del Estado es la acti ­
vidad vigi lante, pero siempre y en todo caso, subsidiaria y susti ­
tutiva de la iniciativa privada, que asume las formas de contro l, 
de ayuda técnica o económica, o de gestión directa" 4 

Y ello, porq ue las actuac iones estatales han de tener como 
objetivo más importante " la o rganización de la industria en un 
sentido nacional , respeta ndo al mismo ti empo el seQtido y la ten­
dencia de la iniciativa privada. Se trata de conseguir, a través del 
ente Estado, el reequilibrio del o rganismo económico nac iona l, 
y de imprimir a la producción un ritmo ascendente consentido, 
a] por la capac idad de las instalaciones, b] por la intensidad de 
las necesidades, y e] por las posibilidades del consumo. Y se tra­
ta sobre todo de producir en la justa medida, con un rac ional em­
pleo de energía, sa lvaguardando la riqu eza ·productiva" .5 

Pues bien, las políti cas industriales que, entre 1939 y 1963, 
comportaron intervenciones estatales encuentran su fund amen­
to jurídico en las dos leyes antes mencionadas:6 la de 24 de oc­
tubre de 1939, de protección a las nuevas industrias de interés 
nac ional / y la de 25 de septiembre de 1941 por la qu e se crea 

3. Juan Antonio Suanzes, La política comercial e industrial de Espa­
ña , Madrid, 1950, pp. 18 y 19. 

4. R. Gay de Montella, Autarquía. Nuevas orientaciones de la eco­
nomía , Barcelona, 1940, p. 3. 

S. /bid., p. 4. 
6. La intervención estatal no se agota en estas dos leyes aunque, co­

mo hemos destacado en Buesa, op. cit., su aplicac ión fue cuantitati va­
mente la más importante. El lo ju st ifica que nos detengamos en su estu­
dio y que centremos nuest ra investigación empírica en los resultados a 
que condujeron. 

7. Publicada en el Boletín Oficial del Estado (BOE) del 25 de octubre 
de ese año. 
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el Instituto Nacional de lndustriaa ¿Cuáles fueron los objetivos 
ex plícitos en ambas leyes?, ¿cómo se ap licaron?, ¿a qué resulta­
dos condujeron? La respuesta a estas cuesti ones es fundamenta l 
para ju zga r la efecti vidad de la po lítica indust ri al del régimen po­
lítico instaurado tras la Guerra Civi l y también para reconstruir 
históricamente el proceso de industriali zac ión español. Una ap ro­
ximac ión a esa respu esta const ituye el conten ido de las páginas 
que siguen. 

LA INTERVENCIÓN INDIRECTA EN LA PRODUCCIÓN 

L a ley de 24 de octubre de 1939 tiene por objeto estab lecer 
un marco juríd ico para. la intervención ind irecta del Estado 

en la producc ión , intervenc ión que se justifica con dos argum en­
tos fund amentales. Uno, de ca racter programático, se cen tra en 
la necesidad de la sustituc ión de im portac iones, tanto porrazO­
nes de índole mili ta r corno por motivos derivados ele la coyuntu­
ra ele los in te rcambios exteriores. Así, en el preámbu lo de la d is­
posición puede leerse que: "Con motivo de la gloriosa Cruzada . . . 
se puso de relieve la ca pital im portanc ia que pa ra la vida de la 
Nación tiene el contar en el territo rio patrio con las industri as ne­
cesa rias a la guerra y las primeras materi as indispensab les a su 
vida." 

Y se añade: " La situac ión de nuest ra economía exige, por otra 
parte, esfuerzos considerables para red imir a España de la impor­
tación de productos exóticos, capaces de producirse o manufac­
turarse en el área de nuestra Nación". 

El segu ndo argumento es de índole p ráct ica, pues para hacer 
posible la sustitución de importac iones era prec iso el estímul o a 
las inversiones de cap itales pri vados, estímulo cond ucente a la 
superación ele sus reti cencias ante la incertidumbre de la asun­
ción de nu evas producciones. El preámbulo de la Ley lo expresa 
del siguiente modo: 

"E l no haber logrado hasta hoy, no obstante las posibilidades 
del mercado interior , el que la iniciati va particular satisfaga esas 
neces idades, aconseja el estimular la implantac ión de tales indu s­
trias de acusado interés nac ional, concediéndo les ciertas garan­
tías y benefic ios que les aseguren un norm al desenvolvimiento". 

Ta les beneficios, cuya concesión se efectuaba por un período 
ele quince años, prorrogab les por períodos sucesivos de cinco años 
"si los rendimientos de la indu stria favorec ida no basfasen a ase­
gurarl e su marcha económica no rm al" (art . 1 OL eran los sigu i en· 
tes (arts. 2 y 8):9 

8. Publicada en el {JOE del 7 de octubre. Debe ac lara rse, aunque sea 
por mera precisión anecdótica, que esta ley se publicó inicia lmente en 
el BOE del 30 de septiembre, pp. 7516-75 19, con ciertos errores en su 
artículo 9, por lo que vo lvió a publi ca rse rectificada el 7 de octubre, pp. 
7734-7737; en esta segunda impresión se comet.ió un nuevo error: fechar la 
en su encabezamiento el 30 de septiembre, aunque no así en el párrafo 
anterior a la firma. Hemos destacado este punto en Mikel Buesa y Javier 
Braña, " La intervención directa del Estado en la prod ucción: Algu nos as­
pectos de la actu ación deiiNI en el período 194 1-1962", en Presupuesto 
y Casto Público, núm. 1 O, 1981, para di scutir la cuestión de la influencia 
de l IRI italiano en la creación del INI. 

9. Para una mayor prec isión en cuanto a los supuestos comprend i­
dos en cada uno de los beneficios, véanse los decretos de 10 de febrero 
de 1940 (BOE del 25 del mismo mes), 14 de marzo de 1947 (BOE de 2 
de abril) y 29 de abril de 1955 (BOE de 14 de mayo). 
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• L,1 f<lcultacl el e expropiación íorzosa ele los terrenos nece­
Sil ri os pa ra la instalación industrial. 

• La redu cc ión hasta un 50% ele tocio tipo ele impu estos. 

• La rebaja ele los derechos ele aduanas para lil importación 
de maquinaria y utillaje no fabricados en Espilña, ent re el 50% 
y la totalidad el e los mismos. 

• La garan tía ele una rentabilidad mínima de 4% de los capi­
tales invertidos hasta un máx imo de 1 000 millones ele pesetas. 

• La impos ición al consumo nac ional el e los productos ela­
borados en ca ntidades y prec ios fijados por el Estado. 

Asi mismo, aunque su posible concesión no se espec ificó ni 
en la Ley que comen tamos, ni en los decretos que la reglamen­
tan, en los decretos ele cal ificación de las empresas apa recen en 
ocasiones beneficios adic ionales q ue, en función de la estrecha 
regulac ión ele la distribución y su participación en la misma, el 
Estado podía conceder discrecionalmente, justificándolos el e 
acuerdo con las prio rid ades ele ca rácter sectori al previamente es­
tablec idas. Se trata de la preferencia en el suministro de maqui­
naria, de materiales de construcción y de materias primas. 

Lóg icament e, el con junto de los benefi cios enunciados cons­
tituye un cuadro máx imo qu e no necesa riamente había de ap li­
ca rse a todos los proyectos industri ales dec larados de interés na­
cional. De hecho, ninguna empresa obtuvo la totalidad de dichos 
benefic ios; e incluso, a ninguna se le conced ió la garantía de ren­
tabilidad del capital invertido, lo que denota el cuidado con que 
se ponderaron las posibilidades de las distintas propuestas em­
presariales ca lificadas de interés naciona l, y en función de ellas, 
las ayudas que el Estado había de proporcionar para estimular sus 
inve rsiones. 

Aunque más ade lante retomaremos esta cuestión anali zando 
globalmente los beneficios otorgados, nos interesa ahora desta­
ca r que, en esta actividad interventora, el Estado actuó con una 
gran autonomía desde el punto de vista jurídico . En efecto, co­
rno ha destacado Lasarte, la concesión de dichos beneficios es 
" un acto disc recional de la Administración ... [en el] que el prin­
ci pio ele lega lidad resulta muy debilitado porque en el fondo ... 
no están legalmente determinados los criterios que deben segu irse 
para la determinación de los sujetos beneficiados" . 10 Tanto es así 
que las norm as reglamentarias de la Ley de Industrias de Interés 
Nacional únicamente especifica n, y de un modo abierto, las ra­
mas de acti vidad en las cuales el Estado centraría su actuac ión . 
De este modo, en el artícu lo terce ro del Decreto de 1 O de fe bre-
ro de 1940 se indica que "pueden asp irar a los beneficios ... las 
personas naturales o jurídicas, de nac ionalidad española, ... que 
proyecten industri as de marcado interés nac ional , entre las cua­
les cabe señalar, a título enunciativo, pero no limitativo, las 
siguientes"; y menciona a continuación las ramas industriales re­
lacionadas con la defensa naciona l, producción de energía eléc­
trica, preparación de materias primas nacionales, las que utilicen 
materias primas nacionales, las que obtengan nuevos productos, 
las de capacidad de producc ión inferior al consumo y las expor­
tadoras. Asimismo, en el artículo cuarto del mencionado decre­
to, se exti enden los supuestos de concesión de beneficios a "la 

10. Javier Lasarte, "Sobre los principios del ordenamiento y la políti­
ca fiscal segu ida en relación con el desarrollo del sector industrial", en 
Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pública, vol. XVII, p. 1301. 
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ampliac ión o períeccionamiento el e las indu stri as ya ex isten tes" 
en los casos de tratarse de " industrias insuficientes, . . . de expor­
tac ión, ... [que supongan la] implantac ión de progresos indu s­
tri ales", y todas aq uellas que, al ampliarse, ca igan bajo los 
supuestos del artículo an terior. 

Corno se puede apreciar los conceptos no limitativos conteni­
dos en la disposición transcrita son muy imprecisos, lo que fac ili ­
ta la cli screc ionalidad antes mencionada. Discrecionaliclacl que 
constituye, posiblemente, el aspecto más novedoso de la legisla­
c ión interventora del franquismo en relac ión a la que, en perío­
dos anteriores, estuvo vigente. 

Efectivamente, como es sabido, bajo la presión ele los distin­
tos grupos patronales y empresa riales que sustentaron el nacio­
nali smo económico como ideología 11 y tras algu nos preceden­
tes el e índole sectorial o de ca rácter genera l, 12 el 2 de marzo de 
191 7 (Gaceta del 3) se aprueba la Ley de Protecc ión y Fomento 
de la Industria Nacional, cuyo proyecto había presentado a las 
Cortes D. Sant iago Alba el 24 de septi embre del año anterio r. 
Dicha Ley -cuyos preceptos serían restablecidos con ciertas 
modificaciones y por un período lim itado de tiempo, durante la 
dictadura de Primo ele Ri ve ra- 13 se planteó con un criterio prag­
mático de aprovechamiento, con la ayuda estatal, de las oportu­
nidades que, para los capitales privados, había ab iert o la neutra­
lidad española en la Gran Guerra Mundial en lo que al desa rro llo 
industrial se refiere. De ahí que se arti culara un complejo siste­
ma de ayudas de diversos tipos -exenciones fiscales o ap laza­
miento de los pagos tributari os, préstamos a interés preferente y 
ga rantía de una rentab ilidad mínima de 3% a los capitales 
invertidos- cuya eficacia práctica resu ltó decepcionante. Ello, por­
que, como han destacado siguiendo diversos testimonios de la 
época Roldán , García Delgado y Muñoz, la Ley adolecía "de la 
falta de una adecuada documentación previa sobre los diversos 
problemas económicos y ramas de actividad industrial objeto de 
la mi sma" , e introducía, por su propia complejidad jurídica, los 
proyectos presentados en una complicada red burocrática en la 
que, frecuentemente, existían graves contradicciones entre los di s­
tintos órganos de la Administración enca rgados de ap lica rla. 14 

La raíz de esta situac ión hay que buscarla en el escaso mar­
gen de discrecionalidad que la Ley concedía al Estado para su apli­
cación; hasta el punto ele que puede afirmarse que, en ella, se 
había prev isto todo. En efecto, como se expo ne en el préarnbulo 
del Rea l Decreto de 20 de diciembre ele 191 7 (Gaceta del 21) que 
aprueba su reglamento, " la ley de Protección a las industrias, mo­
vida , como si dijéramos, en sí misma, ... no se limitó, aunque 
de primera impresión parezca lo contrario, a una simple enun­
ciación de bases o cláusulas legislativas perfectamente delimita-

11 . Véanse, sobre el asunto, Santiago Roldán, José Luis García Del­
gado y Juan Muñoz, La formación de la sociedad capitalista en España, 
1914- 1920, CECA, Madrid, 1973; Juan Muñoz, Santiago Roldán y Ángel 
Serrano, " La involución nacionalista y la vertebración del capitalismo es­
pañol", en Cuadernos económicos de ICE, núm. 5, 1978, y, en una se­
lección de textos de los mismos autores, " La vía r.acionalista del capi ta­
lismo español (111)", en Cuadernos Económicos de ICE, núm. 7-8, 1978, 
así como la clásica obra de Román Perpiña y Grau, De economía hispa­
na, infraestructura, historia, Ariel, Barcelona, 1972. 

12. Como, por ejemplo, la Ley para la regulación de la construcción 
naval, de 14 de julio de 1909, o el Real Decreto de 18 de julio de 1915. 

13. Véase el Real Decreto-Ley de 30 de abril de 1924, publicado en 
la Gaceta de 2 de mayo. 

14. Roldán, García Delgado y Muñoz, op. cit., tomo 1, pp. 374 y ss. 
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das, que un Reglamento posterior ha ele hacer preceptivamente 
ap licab les. Se reglamentó a sí misma en tal es términos, que a 
cada base o principio sigue en cada uno el e ellos una serie, cas i 
siempre larga, el e preceptos, que sin exageración puede afirmar­
se constituyen la urdimbre de su propio tejido reglamentario". 
(l os subrayados son nuestros). Y es precisamente en esa au­
sencia de cli sc rec ionalidacl aclministrativil en la que queda im­
posibilitada, pese a la propia ley, la articulación de una políti ca 
industri al que, en coyunturas cambiantes y frente a intereses con­
tradictorios, pueda impulsar un proceso de industrialización a largo 
plazo, m;:í s allá de circunstancias excepc ionales como las gene­
rad as en la primera guerra mundial. Los distintos órganos del 
Estado se limitarían entonces a preservar el cumplimiento de los 
preceptos jurídicos o, como unos años más tarde se dijo, a la apli­
cac ión ele lil ley con "c<Jrácter más jurídico que económico", 15 

lo que dio luga r il l rec hazo el e la mayor parte de los proyectos 
presentados. Puede hablarse entonces, aun a falta de un estudio 
momográfico sobre el tema , 16 del fracaso de este primer hito de 
la intervención estatal indirecta en la producción; más aún si se 
ti ene en cuenta la ex igüidad de los recursos vertidos por el Esta­
do sobre el sector privado, puesto que el costo fiscal de los pro­
yectos aprobados sólo supu so poco más de un millón y medio 
de pesetas, y que, hasta 1924, el crédito oficial concedido fue de 
30 millones ele pesetas .17 

Pues bien, si la fortal eza del principio de lega lidad y, conse­
cuentemente, el escaso margen de disc rec ionalidad en la actua­
c ión estatal condujeron a ex iguos resultados en la aplicación de 
la Ley el e Protección y Fomento, la situación se tornará muy dis­
tint a, como se ha indicado, en el caso de la Ley de Industrias de 
Interés Nacional. La discrecionalidacl de las dec isiones adminis­
trati vas, reflejo de la autonomía relativa del Estado, alcanzará 
cotas muy elevadas, hasta el punto de que ha llegado a ser califi­
cada de "excesiva, ... pues es conocida la facilidad con que aflo­
ran peligrosamente en estils cuestiones los intereses ele los diver­
sos grupos soc iales" .18 

Con independencia de este último aspecto -del que el lector 
podrá encontrar un análisis detallado en la investigación que sir­
ve ele base a estas páginas- nos interesa destacar ahora dos pun­
tos en los cuales la autonomía estatal se manifiesta de forma 
importante. El primero se refiere a la capacidad que se reservaba 
el Estado para intervenir "en la implantac ión y marcha de la in­
dustria con la designación de un Interventor y de un Consejero­
delegado, con facultades suspensivas" (art. 3 de la Ley de 24 de 
octubre de 1939) a cambio de la concesión de beneficios.19 Tal 
género de intervención en la gestión empresarial denota clara-

1 S. Véase José Castel González Amezúa, Legislación protectora de 
la producción nacional. Recopilada, anotada y comentada, Madrid, 1936, 
p. XX, citado en Roldán, García Delgado y Muñoz, op. cit., tomo 1, p. 375. 

16. Téngase en cuenta que los análisis hasta ahora publicados son 
excesivamente globales y que se desconoce la incidencia que tuvo la ley 
tras su restablecimiento en 1924. 

17. Los datos proceden de Salvador Canals, " La Ley para la protec­
ción de la industria" , en Revista Nacional de Economía, núm. 58, 
noviembre-d iciembre de 1924, pp. 261-262. Este mismo autor señala que 
a finales de 1924, de un total de 41 S proyectos presentados, 323 habían 
sido rechazados y 26 aprobados, quedando pendientes de resolución 66. 
Véase Roldán, García Delgado y Muñoz, tomo 1, p. 377. 

18. Véase Lasa rte, op. cit ., p. 1315. 
19. Acerca de las funciones y duración de los nombramientos de los 

consejeros-delegados, véase el artículo 15 del Decreto de 10 de febrero 
de 1940. 
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mente la posición de fu erza de la Administración frente .1 los in ­
tereses privados, aunque no necesa ri amente ello habría de im­
plicar posiciones encontradas entre ambos dentro del ejercicio 
cotidiano de las funciones gestoras, pues, ele hecho, solamente 
hemos encontrado un caso el e renuncia a los beneficios, única 
forma de hacer posible el cese de dicha intervención .20 

El segundo aspecto en que la discrecionalidad administrativa 
se manifiesta claramente se refiere al procedimiento de dec lara­
ción de las empresas como industrias de interés nacional. En efec­
to , según el artículo cuarto de la Ley de 24 de octubre de 1939, 
" la declaración de interés nacional se efectuará por Decreto 
publicado en el Boletín Oficial del Estado, abriéndose el oportu­
no concurso para su concesión". Es decir, la Administrac ión ha­
bría de apreciar la necesidad de fomentar una determinada in­
dustria a efectos de que, tras la celebración del correspondiente 
concurso, una o varias empresas obtuvieran los beneficios pre­
vistos en la Ley. A este respecto ha de aclararse que, en primer 
lugar, el concepto de " industria" es equívoco, pues puede refe­
rirse bien a una sola unidad de producción, bien al conjunto de 
establecimientos de una ram a o sector productivo; y en segundo 
lugar, que, si no en la letra , sí al menos en el espíritu de la ley, 
tal como se contempla en su preámbulo, las empresas concesio­
narias ele los concursos habrían de ser de carácter privado. 

Pues bien, ni el procedimiento descrito fue respetado, ni las 
empresas beneficiari as fueron únicamente privadas. Así, además 
del aprobado en la Ley, los procedimientos de declaración de in ­
dustrias de interés nac ional que en nuestro análisis empírico nos 
hemos encontrado, son los siguientes: 

• Declaración genérica de un sector productivo como indus­
tria de interés nacional y posterior calificación de empresas indi ­
viduales sin que medie convocatoria o celebración de concurso. 

• Declaración de una empresa como industria de interés na­
cional directamente, sin paso previo de carácter sectorial o cele­
bración de concurso. 

Y, en cuanto a la propiedad ele las empresas beneficiadas, co­
mo más adelante se comprobará, encontramos tanto de ca pital 
privado, como de capital público encuadradas dentro del gru­
po INI. 

Todo ello denota el alto grado de autonomía relativa de las 
decisiones estatales, autonomía que se vio favorecida por un mar­
co jurídico muy abierto en el que era posible, sin conculcar los 
principios legales, un amplio margen de discrecionalidad admi­
nistrativa. De ahí derivó la posibilidad de unas políticas industria­
les muy pragmáticas que, aun manteniéndose en unas mism as 
directrices generales para el conjunto del período, pudieron adap­
tarse a circunstancias coyunturales o a oportunidades que fu e­
ron surgiendo a lo largo del mismo, lo que está en la base de unos 
resultados en general positivos, aunque en ocasiones podamos 
encontrar fracasos estrepitosos, fruto de la precipitación de algu­
nas decisiones. 21 Y también derivaron situaciones en las que las 

20. Véase al respecto el artículo 16 del decreto mencionado en la nota 
anterior. Por otro lado, debe aclararse que desconocemos si el caso de 
renuncia citado se debió a conflictos entre la empresa y la Administra­
ción o a otras causas. 

21. Véase Buesa, op. cit., capítulo 3. 
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prácti cas estatales de po lítica indu stri al chocan co n los intereses 
pri vados de determinados sectores planteándose, en ocasiones, 
co nflictos que fin almente se sa ldaron positi vamente para éstos. 

LA INTERVENCIÓN DIRECTA DEL ESTADO: EL INI 

La creac ión del . Instituto Nac ional de Industri a tuvo luga r, 
como se ha md1cado, por Ley de 25 de septi embre de 1941 ; 

influ yó en ella t a r:~to el ejemplo de otros países -fundamen­
talmente Ita lia-, como fac tores intern os deri vados de las 
aspirac iones de la burguesía industri al y de la propia experi encia 
empresa ri al del Estado que no vamos a discut ir aq uí, por haberl o 
hec ho en otro luga r22 Pero lo que sí nos interesa destaca r son 
los objeti vos que se perseguían con la consti tución de este orga­
nismo público, cuya mi sión específica era la intervención directa 
en la producc ión a través de soc iedades anónimas por él creadas 
o en las que mantuviera alguna parti cipac ión acc ionarí a. 

A este respecto, en el preámbulo de la citada ley se ex presa 
qu e el INI habría de " dar form a y reali zac ión a los grandes pro­
gramas de resurgimiento industrial de nuestra Nac ión, que, esti ­
mulando a la industri a parti cular, propul sen la creac ión de nue­
vas fuentes de producc ión y la ampliac ión de las ex istentes, crean­
do por sí las que el interés de la defensa nac ional o los imperati ­
vos de nuestra economía ex ijan" . 

Dos notas ca racteri zan el texto anterior, pese a su insuficien­
c ia y ambigüedad en cuanto al alcance de su enunc iado. La pri­
mera, que la actuac ión del INI se encamin a al estímulo de la ini ­
c iati va privada, y la segunda que tal actuac ión puede ser inde­
pendiente de los capitales privados siempre que se justifique por 
las neces idades de la defensa o por intereses económicos gene­
rales. En la prácti ca ambas notas se encuentran íntimamente re­
lac ionadas, materiali zá ndose en el llamado " principio de subsi­
diari edad" , según el cual la acti vidad empre~arial del Estadq ha­
bría de suplir la insufic iencia de la inic iati va privada. Suanzes, en 
sus notas redactadas a raíz de la primera re~nión del consejo de 
administrac ión del Instituto, lo expresa del siguiente modo: 

" El Estado no se resigna ya al simple papel de emitir. un pro­
grama o una aspirac ión, y a ofrecer estímulos de ca rácter más o 
menos indirecto, para que la iniciativa privada ven ga o no a sa­
ti sfacer la neces idad sentida . .. Sin renunciar a dichos procedi ­
mientos, en el grado, medida y oportunidad que juzga necesa­
rios, debe disponer de un organismo capaz de garantiza r en to­
do caso el cumplimiento de sus programas, en la parte que con­
sidera vital o necesa ri a" .23 

Quiere ello dec ir que la actividad empresarial del Estado sur­
ge, prec isamente, como complemento de las acti vidades priva-

22. Buesa y Braña, op. cit. 
23 . Juan Antonio Suanzes, Notas en relación con la creación y de­

senvolvimiento de este Instituto, IN I, Madrid, 1941 . En igual sentido, aun­
que con una formulación menos amplia, pueden verse, del mismo autor, 
" El Instituto Nacional de Industria", incluido en el libro colectivo El Nuevo 
Estado español, IEP y Editora Nacional, 2a. ed. , Madrid, 1963, pp. 18 y 
ss., y de José Sirven! Dargent; Noticia general sobre el Instituto Nacional 
de Industria, sus finalidades, organización, medios, métodos de actua­
ción y actividades, Instituto Social León XIII , Madrid, 1952, pp. 16 y ss. 
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das, o, si se prefie re, como medi o que, dadas unas d irectri ces de 
po lítica industrial, posibilita la cobertura de los huecos que, por 
su menor rentab ilidad o su excesivo riesgo, dejan los ca pi ta les 
pri vados. De ahí que, como indica el entonces Presidente deiiNI: 

" Las sanas in ic iati vas, individuales o co lec ti vas, no resultarán 
coa rtadas, si no, por el contrari o , estimuladas y apoyadas . . . [Y 
ello, porqu e) como [el Instituto] ha de ac udir prec isamente a los 
centros vita les y nerviosos de la producc ión, lo que ocasionará, 
como inmediata consecuencia, el seguro desenvolvimiento de 
otras acti vidades en las que la iniciativa privada - reconoc ida co­
mo fu ente indudable de progreso- ha de tener el más ancho cam­
po en que actu ar, puede asegurarse desde ahora que un orga ni s­
mo, cuyo objeti vo más específico es el rJ e desa rrollar las indus­
tri as del país . . . no podrá se r obstáculo nunca para el desenvol ­
vimiento de cualquier otra sana inic iativa o actividad" . 

Q ueda entonces c laro que, al menos en el plano programáti ­
co o doct~in a l , en concordancia, por otro lado, con preceptos ju ­
rídi cos anteriores a la promulgación de su ley de creac ión, 24 el 
INI y, en general, la actividad empresa rial estatal, no bu sca n 
el enfrentamiento con las empresas privadas, sino más bien la com­
plementari edad con ellas, de forma que se deriven efectos posi ­
ti vos para el crec im iento económico. Tal es, en esencia, el con­
tenido del principio de subsidiari edad. 

Ahora bien, si ese principio informador de las prácti cas de in ­
tervención directa en la producc ión es enunciado en los textos 
legales y proclamado por las autoridades responsa bl es de la mis­
ma, no por ello ha de pensarse que nos encontramos ante una 
norma claramente delimitada desde el punto de vista jurídico. An­
tes por el contrario, como ha destacado Fernández Farreres, " du­
rante toda la fa se de autarquía económica a la que se somete al 
país, el principio de subsidiari edad no encuentra vigencia jurídi­
ca alguna" .25 En efecto, las leyes industriales a las que hemos he­
cho referenc ia facultaron al Estado para asumir un papel prota­
gónico en el proceso económico " prescindiendo de cualquier con­
crec ión del principio [de subsidiari edad) que supusiera limitación 
efectiva a la actuac ión estatal ". 26 Y ello porque al ser el Estado 
quien suple el absentismo del capital privado en numerosas acti­
vidades que, desde la perspectiva de la política industrial, se con­
sidera prec iso desarroll ar, "se comprende que no haya interés 
alguno en limitar jurídicamente la acc ión estatal" 2 7 

Nos encontramos, por tanto, de nuevo, ante un amplio mar­
gen de disc rec ionalidad en las dec isiones de la Administrac ión 
que posibilitará una importante flex ibilidad y pragmati smo en las 
prácti cas de intervenc ión directa. De aquí derivan , como en el 
caso de las intervenc iones indirectas, conflictos rea les con los in -

24. Recuérdese la prohibición de competencia establecida en la Ley 
de Ordenación y Defensa de la Industria, ya mencionada, o también la 
declaración Xl -4 del Fuero del Trabajo, de 9 de marzo de 1938, donde 
se establece que "el Estado no será empresario sino cuando falte la ini­
ciativa privada o lo exijan los intereses superiores de la Nación". 

25. Germán Ferriánaez Farreres, " En torno al procedimiento de crea­
ción de Empresás Nacionales: especial referencia al principio de subsi­
diariedad", en Revista de Administración Pública, núm. 80, mayo-agosto 
de 1976, ·p. 134. 

26. /bid., p. 134. 
27. /bid., p. 141. 
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tereses privados de determinados sec to res, y tambi én con flu en­
c ias más o menos armoniosas con ellos . 

Aunque por razones de espac io no podemos aq uí abordar es­
te aspecto , quizá convenga exponer ahora algunos ejemplos que 
lo ilu stren. Así, el caso de la creac ión de Ensidesa provocó un 
fu erte confli cto con las empresas privadas del o ligopo li o si derúr­
gico capitaneado por Altos Hornos de Vi zcaya, confli cto que se 
extendió durante cas i una década y que, fin almente, pudo ser re­
suelto mediante la fij ac ión de una po líti ca empresa ri al c laramen­
te favorable a ésta, pero que resultó en detrimento del crec imiento 
del sector en su conjunto. Y, con trari amente, ejemplo de una ac­
tuación empresar ial públi ca en pacífica convivenc ia con los ca­
pita les privados puede se r el de las industri as aeron áuticas, don­
de, a pesar de los mandatos lega les que ob ligaban al INI, 28 éste 
mantuvo posiciones minoritarias en las principales empresas, don­
de también parti ciparon, grac ias a una curiosa excepc ión lega l, 
capitales extranjeros29 

Por otro lado, hay que señalar que el principio de subsicliarie­
cl ad no remite só lo a la entrada del Estado en determinadas ra­
mas de la producción como consec uenc ia de la insuficiencia de 
la iniciativa privada, sino que también se refiere a su sa lida cuan­
do ésta pu ede y quiere asum ir el contro l de aq uéllas. Es decir, 
el princip io de subsidiari edacl también se p lasma en la llamada 
" privati zac ión de ganancias". Esta vert iente de la actuac ión esta­
tal , aún no plasmada jurídica mente, estuvo doctrinalmente pre­
sente en las declaraciones y enunciados de los responsab les del 
INI, aunque en la práctica su aplicac ión no alcanzaría cierta ge­
neralidad hasta el período ulteri or al aq uí estudiado . 

En efecto, en su discurso en las Cortes el 3 de mayo de 1950 
para contestar al ru ego de varios Procuradores, el Ministro de In­
dustria y Comercio indica ba: 

"E l Estado no ti ene ni el más remoto pen sa miento ni propósi­
to de seguir las co rri entes estatificadoras, tan pronunciadas hoy 
en otros países. Por el contrario, procurará siempre que sus pro­
pias creaciones industr iales pasen a mano de la iniciativa y e l aho­
rro privados tan pronto lo permitan las c ircunstancias, especia l­
mente tenidas en cuenta, en lo que se refi ere al cumplimiento 
el e las final idades que originaron su c reac ión, a la estabi lidad téc­
nica y económica de las mismas y a ev itar las especulaciones 
abusi vas" 30 (El subrayado es nuestro). 

28. Recuérdese que el artículo 2 e del Decreto de 22 de enero de 
1942 (BOE de s·de marzo) que ap rueba el Reglamento provisional deiJNJ, 
ordena a éste " mantener el control absoluto de los negocios en que los 
supremos intereses del país, por razones militares o autárquicas, así lo 
aconsejen, y especialmente de las grandes industrias de armamento y, 
en general , las que reciban del Estado /a mayor parte de sus pedidos". 
Subrayamos estas dos últimas ca racterísticas pues am.bas confluyen en 
las industrias aeronáuticas. 

29 . Sobre este punto hay que señalar que la ley de 24 de noviembre 
de 1939 (art. 3) prohibía 'la presencia de capitales extranjeros en las in ­
dustrias fabrica ntes de armamentos, aunque esta norma fu e derogada para 
los casos específi cos de las e'mpresas aeronáuticas CASA e Hispano Avia­
ción por las leyes de 19 de abril de 1 941 (BOE de 1 de mayo) y S de mayo 
de 1941 (BOE del 18). Tal derogación estuvo motivada, como lo expre­
san las mencionadas leyes, en la necesidad de facilitar el acceso a las tec­
nologías extranjeras que constituían un requisito indispensa ble para las 
actividades de dichas empresas. 

30. Suanzes, 1950, op. cit. ,' pp. 73-74. Asimismo, en idéntico senti­
do, del mismo autor, Es preciso acelerar el proceso de evolución econó­
mica, JNI, 1955, p. 22. 
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Y, ele igual forma, dos años más tarde, el en tonces Gerente 
del INI, que en 1963, al cesa r Suanzes, pasaría a la presidencia 
del mismo, afirmaba : 

" Frente al desarrol lo ele la industr ia privada, las creac iones del 
Inst ituto Naciona l de Industria no representan ningún género d e 
competencia; y, por el contrario , actúa con ánimo decidido de 
ceder sus participaciones accionarías al ahorro nacional en cua nto, 
venc idas las d ific ultades determinantes de la intervención , sea 
atracti va su adq uisici'ón para el particular" 31 (E l subrayado es 
nuestro). 

Ahora bien, esta segu rtd a ve rti ente del prin cipio de subsidia­
ri edacl no comporta únicamenté la cesión tota l de empresas a los 
capitales privados, como los textos transcritos parecen sugerir, sino 
que también pueden caber en ella ótras prácticas más genera li ­
zadas, como la ces ión parcial de partic ipac iones acc ionarias a los 
mi smos, la co laborac ión con ellos para la promoción de nuevas 
empresas o, finalmente, la ad misión de su presencia en los casos 
en que el INI respo ndi ó a su llamamiento para dar continuidad 
o sa lvar empresas ya ex istentes. Sua nzes lo expresa del sigu iente 
modo en un texto escrito en las postrimerías de su ma ndato pre­
sidencial en el Inst ituto, donde de forma concisa trata de revisar 
la experienc ia de sus veinte primeros años de ex istenc ia: 

"Naturalmente, el INI ha repudiado desde el primer instan te 
el esquema estatificador o nacionalizador .. : De esta forma es po­
sible mantene r y alentar una estrecha colaboración con la inicia­
Uva privada, a través de invers iones y ac tuac iones conjuntas ele 
empresas mi xtas. El lo le permite as imismo marca r con senc ill ez 
el grado de esa part icipac ión e inclu so ceder a los req uerim ien­
tos de una total privatizac ión por ca uces norma les de financia­
ció n suces ivam ente asumidos por la iniciativa privada" .32 

EIINI, por consiguiente, vio marcada su actuación en una bt.'Js­
queda permanente de complementac ión productiva y de co labo­
rac ión financ iera con los cap itales privados, lo que le condu jo 
a la asunción de los ri esgos inherentes a la c reac ión ele nuevas 
ac tividades productivas o a la ampliac ión de otras ya ex istentes 
a través de empresas en cuyo capital participó totalitari a, mayori­
tari a o minoritari amente, .y en cuya promoción tomó o no la i ni ­
ciativa según los casos. Todo ello, para dar cumplimiento, como 
entidad pública, a las directrices y prpgramas el e po lítica indus­
tri al -aunque, en ocasiones, sus actu ac iones tuvi eron un ca rác­
ter marcadamente coyuntural- en cuya ejecuc ión ta.mbién par­
ti c iparon empresas privadas . 

Merece la pena detenerse en este punto, pu es, con indepen ­
denc ia de las posic iones doctrinales subyacentes en los textos re­
guladores de la actividad del INI y en las declarac iones de sus ges­
tores, el mero enunciado de su ley fundac iona l y de l decreto que 
la reglamenta no hacían previsible la importancia y extensión que 
esa actividad alcanzó en relac ión al conjunto del sector indus­
tri al. En efecto , como destacó Torres : 

"E l INI ha desbordado ampliamente las finalid ades esta blec i­
das en su ley fund ac ional. . . [¡':)ues] si el INI hubi era cumplido el 
espíritu y la let ra de su ley fundac iona l, no hubi ese se rvido m ás 

31. Sirven! Dargent, op. cit. , p. 46. 
32. Suanzes, op. cit. , 1963, p. 46. 
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que para empresas secundarias, sin gran trascendencia nacional, 
y si quería ponerse, por el contrario, al servicio del gran ideal na­
cional de la industrialización del país, tenía entonces que reba­
sar las finalidades que están implícitas en su ley fundacional". 33 

El texto transcrito -que, evidentemente, denota una interpre­
tación muy restrictiva del artículo primero de la Ley eje 25 de sep­
tiembre de 1941 y del segundo del Decreto de 22 de enero de 
1942, en la que no se da entrada a la necesaria djscrecionalidad 
del Estado por efecto de la propia ambigüedad de los conceptos 
vertidos en los mismos para definir los supuestos de actuación 
del instituto- pudiera hacer pensar que en principio eiJNI nació 
vacío de contenido en tanto que instrumento específico de inter­
vención estatal. O, en otras palabras, que el INI carecía en sus 
comienzos de una clara especificación programática de las acti­
vidades que habría de emprender en el marco de la política de 
sustitución de importaciones, por lo que, lógicamente, cabría es­
perar que en la determinación de sus prácticas concretas pesa­
ran fuertemente factores de carácter coyuntural. 

Pues bien, sin negar la existencia de estos últimos, es preciso 
destacar que la proposición anterior carece de fundamento, pues, 
desde los inicios de su existencia, eiJNI definió en sus líneas fun­
damentales y en su concreción sectorial el que, durante un largo 
período de tiempo y con ciertas modificaciones no sustanciales, 
habría de ser su programa de actuación. En efecto, el primer Pre­
sidente del organismo, en sus notas ya citadas, presentadas en 
la primera reunión de su consejo de administración, formuló el 
siguiente cuadro de actividades sobre las que habría de 
intervenir :34 

a] Industrias extractivas, cuyo desarrollo considera " raquíti­
co, pobre y mediocre" y que es preciso impulsar "a fin de que ... 
industrias tan fundamentales como la siderúrgica, la metalurgia 
del cobre y otras análogas, puedan alcanzar la máxima produc­
ción que permiten las instalaciones actuales" (p. 12). no descar­
tándose su ampliación. 

b] Industrias básicas, como la siderurgia, el aluminio y el co­
bre, que "son esenciales, puesto que en ellas han de apoyarse 
la mayor parte de las de transformación" (p. 12) y cuya expan­
sión se basa "más por la fe en el futuro que por un sentido de 
la realidad y el beneficio inmediato" (p. 13). 

e] Actividades de investigación y experimentación, que com­
portan altos costos y riesgos no asumibles por el capital privado, 
destacándose entre ellas la investigación minera. 

d] Industrias directamente subvencionadas, como la construc­
ción naval y el tráfico marítimo y aéreo, en las que la interven­
ción del JNI se efectuará "más con fines de información y estí­
mulo que de competencia" (p. 13). 

e] Industrias de finalidad autárquica, como la fabricación de 
carburantes sintéticos, caucho y vehículos automóviles, para las 
que se prevé, "por la dificultad de encontrar a priori tipos de pro-

33. Manuel de Torres, juicio de la actual política económica españo­
la , AguiJar, Madrid, 1956, pp. 85-86. 

34. Suanzes, op. cit., 1941. 

política económica e industrialización en españa 

lección justa y adecuada ... , en las primeras fases, la acc ión to­
talitaria del Instituto . .. hasta que el conocimiento adecuado de 
precios y costos, y la estabilización de la industria, permita ... 
la transformación a entidad mixta o totalmente privada" (pp. 13 
y 14). 

n Otras industrias autárquicas, como la del nitrógeno, que 
"pueden llegar a constituirse en monopolio" , donde la acción 
deiJNI, interviniendo de "forma minoritaria", tendrá la finalidad 
de "frenar y suavizar la acción monopolizadora" (p. 14). 

g) Grandes industrias de armamento o industrias con fuertes 
pedidos estatales, para las que se invoca el imperativo legal en 
justificación de una intervención "totalitaria o mayoritaria" (p. 14), 
considerándose también otras razones como la reserva y el se­
creto de las correspondientes producciones. 

h] Industrias de guerra, como la fabricación de explosivos, que 
también funcionan con fines civiles y para las que se busca una 
fórmula mixta en la que "el Estado, propietario en totalidad o en 
parte de las instalaciones, colabore con una empresa en régimen 
de arriendo o similar" (p. 15). 

i] Industrias especiales base de otras, como la producción de 
energía eléctrica, en especial la construcción de centrales térmi­
cas, " que la iniciativa privada no había de montar en el grado 
y medida necesario" (p. 15), así como los saltos de agua "que 
sean consecuencia de una iniciativa y acción del Estado" (p. 15). 
como los embalses de riego . 

j) Industrias de maquinaria, "en las que la dispersión excesi­
va de iniciativas desconectadas puede ... impedir totalmente el 
desenvolvimiento de una solución industrial" , sobre todo si se 
tiene en cuenta la reducida dimensión del mercado y las "difi­
cultades impuestas por intereses exteriores divergentes" (p. 16). 

k] Y, finalmente, otras industrias en las que por razones co­
yunturales o de insuficiencia de la iniciativa privada sea precisa 
la intervención del Estado, teniendo en cuenta " las exigencias su­
periores inherentes a la defensa" (p. 16) o intereses de carácter 
social y político. 

El análisis del texto que hemos sintetizado revela claramente 
algunos aspectos relevantes a nuestros efectos . En primer lugar, 
se trata de un programa embrionario y no acabado, como lo de­
muestra la insuficiente concreción en términos sectoriales de al­
gunos de los conceptos en los que se han clasificado los tipos de 
industrias, así como la reiteración de algunos de ellos, como las 
industrias básicas. Sin embargo, pese a esta primera nota caracte­
rística, se perfila ya un programa de actuación y unas directrices 
muy concretas para ciertos sectores que, corno se comprobará 
en el siguiente capítulo, efectivamente orientaron la actuación del 
Instituto. Tal es el caso, por ejemplo, de las actividades mineras, 
siderurgia, construcción naval, tráfico aéreo, aluminio, carburantes 
sintéticos, vehículos automóviles y energía eléctrica. 

No ocurre igual con otros sectores como el nitrógeno, gran­
des industrias de armamento y construcción de maquinaria, en 
los que por distintas razones el planteamiento inicial que se ha 
transcrito experimentó sustanciales variaciones. Y es preciso des­
tacar que, corno claramente se refleja en el cuadro 1, el progra-
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CUADRO 1 

Objetivos de producción anual del IN/, según los programas definidos de 7 94 7 a 7 952 

Actividad 

Carbón (sobre todo lignitos) 
Para electricidad 
Para fertilizantes 
Para ca rburantes 
Para siderurgia 
Para otras producciones 

Acero 
Siderurgia integral 
Pequeña sideru rg ia 

Energía eléctrica 
Térmica 
(Potenc ia insta lada) 
Hidráulica 
(Potencia instalada) 

Extracción de piritas 
Obtención por tratamiento ele piritas de 
Hierro 
Cobre 
Az ufre 
Plata 

Extracción de plomo 
Producción de aluminio 
Producción de magnesio 
Extracción de potasas 
Extracción de fosfatos 
Extracción de oro 
Carburantes 
Lubricantes 
Refinación de petróleo 
Fertilizantes nitrogenados 
Celulosa 

Para fibras artifi ciales 
Para papel 
Para pólvora 

Caucho 
Subp roductos agrícolas 

Levad uras 
Gasolina y ca rburantes 
Aceites 
Carbón vegetal 
Brea 
Acetona y disolventes 
Metanol, etanol y ác ido acético 
Otros productos químicos 

Industria de alimentación 
Conse rvas por frío 
Conservas por vacío 
Conservas por deshidratación 
Captura ele cetáceos 

Guano 
Aceite 

Vehículos 
Camiones y autobuses de !l Tm. 
Camiones y autobuses de S Tm . 
Au tomóviles 
Tracto res 
Otros. vehícu los 

Motores 
Para aviación 
Marinos, automóviles y estacionarios 

Cojinetes de bolas 

Unidad 

mi les de ton 

Gwh 

Mw 
Gwh 
Mw 

miles de ton 

ton 
miles de ton 

ton 
miles de ton 

unidades 

miles CV 

mi les 

Objetivo 

3 800 
1 200 

3SO 
1 000 
1 100 

1SO 
800 
6SO 
1SO 

4 400 
1 600 

(S62) 
2 800 

(800) 
1 000 

400 
4 

4SO 
50 
40 
22.S 

0.8 
2SO 
2SO 

1.5 
200 
80 

2 600 
92S 

91 
3S 
so 

6 
12 

6SO 
30 
24 
3S 

14S 
32 

8 
12 

S 

80 
30 
60 

13S 
S 

20 

1 soo 
3 000 

20 000 
2 000 

so o 

180 
60 

1 800 

} 

} 

) 

Empresas implicadas 

E.N . Calvo Sotelo, Empresa Nacional Siderúrgica, S.A. 
(ENS IDESA), Empresa Nacional de Electricidad, S.A. 
(ENDESA) 

ENSIDESA 
Siderúrgica Asturiana 

E.N. Calvo Sotelo, ENDESA 

ENHER, Hidroeléctrica de Moncdbril 

E.N. Aclaro, ENS IDESA, COMEIN 

Minas de Almagrera 
ENDASA 
COMEIN 
E.N. de Potasas 
E.N. Aclaro 
E.N. Aclaro 

E.N. Calvo Sotelo, EN tRA 

REPESA 
E.N. Calvo Sotelo, ENSIDESA 

FEFASA 
s.d. 
s.d. 
s.d. 

ENIRA en cinco fábricas de construcción prevista 

EN IRA, Industrias Pesqueras Africanas, IGFISA, FIGSA. 

Empresa Nal. de Autocamiones, S.A., SEAT, E.N. 
Bazán, E.N . Elcano, ENMASA, E.N. de Rodamientos. 

No se dispone de datos sobre objetivos de marina mercante, industrias mecá nicas y otras industrias de interés nacional. 
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Sirven! Dargent, op. cit., pp. 28-313. 
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ma de objetivos de producc ión que a lo largo de los años cua­
ren ta estab lec ió el INI, y cuya rea lización efect iva se llevó a 
cabo, en su mayor parte, en la década siguien te, recoge, con cier­
tas adiciones, la mayor parte del contenido del di scurso inic ial 
de Suanzes aquí comentado. 

Un segundo aspecto importante de dicho discurso qu e se en­
cuentra relac ionado con el anterior, es el vo luntarismo con que 
se expresa su auto r en cuanto al alcance de la actuac ión estata l, 
voluntarismo que entendemos const ituye una reacc ión de rechazo 
de las fuerzas del mercado como conducentes a los objeti vos 
soc ialmente desea bles, y que se encuentra marcado por una 
coyuntu ra muy concreta en la qu e la posibilidad de la guerra se 
encuentra presente en mayor o menor grado. De ah í que la inte r­
vención estata l no sea, en este contexto, una cuest ión de ca rác­
ter ideológico - la autarquía- sino una necesidad rea l de super­
vivencia soc ial y pol ítica, tanto del régimen po lítico que enca rna 
el Nuevo Estado, como de las clases soc iales que, victo ri osas por 
la fuerza de las arm as, lo sustentan. 

En tercer lugar, ha de destacarse que el programa presentado 
por Suanzes no constituye una mera yuxtaposic ión de acciones 
secto riales, sino que contiene una c lara visión de la interdepen­
dencia de las distintas partes que componen el sistema productivo, 
aunque es notorio que tal vis ión es de ma rcado ca rácter técnico, 
lo que conduce a o lvidar aspectos económ icos tan fundame nta­
les como los relativos al f inanciamiento. Este aspecto, que se rá 
una constante de la políti ca indust ri al, 35 se encuentra en la base 
del carácter in flac ionari o del proceso de industr iali zación, lo que 
sin emba rgo no debe servi r de argumento para desca lifica r esa 
política más allá de la experi enc ia histórica 36 

Finalmente, el texto ofrece los aspectos más sustanciales del 
contenido del principio de subsid iari edad al que nos hemos 
referid o. 

Pues bien, si la actuac ión deiiN I queda delimi tada en un pro­
grama de actuación que justifica la asunción por el Estado de activ i­
dades productivas, tal actuación también va a quedar enmarcada, 

35 . Así, nuevamente Torres, en su obra citada, pp. 87-88, señalaría 
muy acertadamente que los planes de industrial ización "se refieren a la 
pa rte rea l de la circulación económica; en cambio, en la parte financiera 
no ex iste ningún plan". Y añade " que el complemento [necesario] del 
plan de industria lización es una ley de invers iones en la que se especifi­
que concretamente cuáles son las inversiones preferentes, previo estu­
dio de las disponibilidades monetarias, para fo rza r al máximo la inver­
sión rea l, sin originar un desequi li brio monetario. Ciertam ente que esto 
supone enfrentarse con uno de los poderes más potentes del país". 

36. Ello porque el problema, que se encuentra resuelto desde el punto 
de vista teóri co - pues, en definitiva, est riba en el mantenimiento de de­
terminadas proporciones entre los ritmos de crecimiento de las distintas 
ramas indust ri ales, y ello en relación con la capac idad de generación de 
d iv isas de la econom ía por la vía de las exportaciones y entradas de capi­
tales, a efectos de solventar el riesgo del estrangu lam iento externo- no 
lo está tanto desde el punto de vista práctico, tal como muestra la expe­
riencia de los pa íses industrial izados por la vía de sustitución de importa­
ciones. Véanse al respecto, como textos que sintet izan éste y otros pro­
blemas co nexos, Maria da Concei<;:ao Tavares, De la sustitución de im­
portaciones al capitalismo fina nciero, Fondo de Cu ltura Económ ica, Mé­
xico, 1980, y Octavio Rodríguez, " La teoría del subdsa rro llo de la CEPAL. 
Síntesis y c rítica", en el libro de José Molero (ed.}, El análisis estructural 
en economía: ensayos de América Latina y España, Fondo de Cultura Eco­
nómica, M adrid, 1981. 
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como en el caso de las empresas privadas y aunq ue inic ialmente 
no se contemplara ta l pos ib ilidad, dentro de la ap licac ión, me­
diante la concesión de los correspondientes beneficios, de la Ley 
de Industrias de Interés Nacional. 

Tal concesión se basó en el artículo 18 de la Ley de 25 de sep­
ti embre de 1941 , en el que se establecía su ap licac ión a las em­
presas c readas por el Instituto, supuesto éste que, en el Regla­
mento de dicha Ley, fue ampliado a los casos en que existiera 
una partic ipac ión mayoritaria en el cap ital de las soc iedades co­
rrespond ientes, seña lándose que, en cualquiera de ellos, "serán 
automática mente consideradas de interés nac iona l" (Cfr. art. 3). 

Ahora bien, aunque estos preceptos lega les supongan " una 
ca lificación indiscuti ble e ind uscutida"37 de determinadas 'empre­
sas del grupo INI como indu stri as de interés nac iona l, ello no sig­
ni fica que el automatismo a que se refiere el Reglamento hiciera 
escapa r la conces ión de beneficios a los distintos procedimien­
tos empleados para su determinación. DP este modo, nos encon­
tramos con que, en unos casos, se enunciaron en los decretos 
constitutivos de las empresas; en ot ros, se establec ieron en nor­
mas independientes de ca rácter retroactivo para extender su 
apli cac ión desde el momento en que el INI suscribi ó la co rres­
pondiente participac ión de cap ital; y en otros, en fin , se determi ­
naron en concordancia con norm as anterio res de carácter secto­
ri al, al igual que ocu rrió con las empresas privadas. 

La necesidad de estas normas que concretaran la cua(ltía y ex­
tensión de los beneficios era lógica, pues la ambigüedad ,de su 
defi nición en la Ley de Industrias de Interés Nac ional era mani ­
fi esta, sobre todo en lo relativo a la reducción de impuestos -en 
que se fijaba un tope máx imo de 50%- y a la rebaja de derechos 
arance lari os - qu e, segú n el Decreto de 10 de febrero de 1940 
(art. 9) podía situarse entre 50 y 100 por ciento-. Este argumen­
to puede encontrarse, por ejemplo, en el Decreto de 4 de enero 
de 1950 (BOE del 11 ), relativo a los benefic ios fisca les de las em­
presas del INI, donde se indica que "a l aplicarse dichos precep­
tos [l os de la Ley de c reac ión del Instituto y su Reglamento] han 
surgido dudas acerca del alca nce de los beneficios fisca les corres­
pondientes, . .. circunstancia que hace necesario precisarlos" (Cfr. 
el preámbulo). Quiere ello decir, por tanto, que el automati smo 
pretend ido por el citado Reglamento no es tal, y que existiendo 
como ex ist ieron empresas c readas por el INI o con su partic ipa­
c ión mayoritari a, a las que no se concretaron beneficios, no pue­
de afirm arse que, en el grupo industria l público, se diera una si­
tuación generali zada de pri vi leg io38 

La conc lu sión precedente ti ene a nuestros efectos mucha im­
portancia, pues implica que las prácticas estatales de intervención 

37. Álvaro Álvarez-Guend in , La industrialización estatal. Estudio 
jurídico-administrativo de sus problemas y rea lizaciones, ENAP, Madrid, 
1969, p. 185. 

38. La afirmación no es gratuita, pues, sobre todo después de la pu­
bl icac ión del informe de! BIRF El desarrollo económico de España, OCY­
PE, Madrid, 1962 (véanse las pp. 495 y ss.}, se difundió la idea de que 
la totalidad de las empresas dellNI gozaban de una situación fisca l privi­
legiada, idea que incluso se reprod ujo en el preámbulo de la Ley 152/1963, 
de 2 de diciembre de ese año (BOE del 5}, po r la que se derogó la Ley 
de Industrias de Interés Nac iona l, así como el art. 18 de la ley de crea­
ción del INI. Ello no signi fica, sin embargo, que, como mostramos en el 
cuad ro 2, las empresas públicas declaradas de interés nac iona l no goza­
ran de un nive l más elevado de beneficios que el de las privadas con idén­
tica ca li fi cac ión. 
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d irecta en la producc ión se encont raba n estrec hamente relac io­
nadas con las de intervención indirecta, traduc iéndose tal rela­
c ión, en el ni ve l jurídico, en la uti lizac ión de la legislac ión refe­
rente a éstas para l levar a cabo aq uéllas, si b ien no en todos los 
casos, aunque sí en los de mayor t raséendencia producti va 39 

Q uiere esto dec ir qu e, en nuestro período de análisis, la no rm ati ­
va sobre indu stri as de interés nac ional constit uye el vecto r juríd i­
co sobre el que se art icu la el conjunto de las práct icas de inter­
venc ión y que, por tanto, desde el punto de vista metodo lógico, 
no pueden sepa rarse analíti camente unas de o tras en fun ción de 
su ca rácter directo o ind irec to si no es a costa de perd er la d imen­
sión de su un idad , lo que implica ría la imposib ilidad de eva luar 
el alca nce rea l de su incid encia en la configurac ión del sistema 
productivo. Sobre estas bases nos encontramos en condic iones 
de abord ar el análisis empírico de la intervención estatal con ob­
jeto de dar cuenta de tal incidencia, análisis cuyos resul tados se 
exponen en fo rm a resumida en el sigu iente epígrafe. 

LOS RESU LTADOS DE LA INTERVENCIÓN ESTATAL 

e o mo se expone en el cuadro 2, 183 empresas obtuvieron 
benefic ios du rante el período pa ra la rea lización de 23 1 pro­

yectos indu stri ales 4 0 La mayor parte de esas empresas y proyec­
tos se concentra en las secc iones product ivas4 1 ele productos in ­
term ed ios y medi os de consumo, y ocupan un luga r secundari o 
la de medios de producc ión y las ramas de se rvic ios, lo que de­
nota una o rientac ión específi ca de la po líti ca industri al hac ia pro­
ducc iones de relativamente fác il susti tuc ión de im portac iones. Ello 
coadyuvó, como preci saremos más adelante, a configurar un sis­
tema prod uctivo muy debilitado por el lado de la fabricac ió n de 
med ios de producc ión y fu ertemente dependiente del exterior para 
su reproducc ión. 

El m ismo cuadro contiene info rm ac ión acerca de las amplia­
c iones y prórrogas de benefic ios, así como sobre la composición 
de éstos . En cuanto a las ampliac iones -concepto en el qu e en­
glo bamos las suces ivas decl arac iones de interés nac ional de nue­
vas instalac iones pertenec ientes a una misma empresa ded icadas 
a la m isma actividad- cabe indica r que fueron muy pocas fas em­
presas a las que se concedieron; y lo mismo ocurre con las pró­
rrogas de benefic ios, cuyo fundamento jurídico se recoge, como 
se ha indicado, en el art. 10 de la Ley. 

39. Véase Buesa, op . cit., capítulo 111. 
40. Pa ra conocer la nómina de las empresas, véase Buesa, op . cit. 
41. Hemos adoptado esta desagregación del sistema productivo si­

guiendo las orientaciones metodológicas de Christian Palloix, en Procés 
de production et crise du capitalisme, PUG-Maspero, Grenoble, 1977; en 
La internacionalización del capital, H. Blume, Madrid, 1978, y en Travail 
et production, Maspero, París, 1978. Una síntesis de tal metodología puede 
verse en Javier Braña, Mikel Buesa y José Molero, " Trabajo, proceso de 
producc ión e internacionalización del capital: a propósito de la obra re­
ciente de Christian Palloix" , en Información Comercial Española, núm. 
547, marzo de 1979. Ello no impl ica, sin em bargo, que prescindamos de 
la desagregación por ramas, debido a las dificultades estad ísticas que im­
plicaría. Además, con objeto de evitar la fragmentación en la exposición 
de las política industriales, en algunos casos se incluyen proyectos de unas 
secc iones en otras, como por ejemplo los relati vos a la producción de 
vehículos industriales, recogidos en la rama de la fabricación de automó­
viles, que deberían figurar en la sección de medios de producción. Igual 
ocurre con las ramas de servicios, que hemos preferido aislar por la difi­
cultad que comporta su inclusión en cualquiera de las tres secciones 
básicas. 
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Por lo que respecta a los tipos de benefi c ios co ncedidos, hay 
que destaca r, en prim er luga r, la parquedad con que la Adminis­
trac ión vert ió sus ayudas sobre las empresas, lo que contrasta con 
su generosidad en el período posteri or, cuando, en p leno proce­
so de apertura y liberalizac ión de la economía españo la, al cl ero­
garse la Ley de Industrias de Interés Nac ional, se sustitu yó el marco 
jurídico de la intervención estatal por la Ley de Indust ri as de In­
terés Preferente42 De este modo, ningún proyec to obtu vo , co­
mo ya hemos destacado , la garantía del ca pital invert ido que se 
contemplaba en la ley, y tan só lo 23 -es dec ir, 10%- lograron 
el benefic io, altern ati vo a d icha ga rantía, de im posic ión al consu­
mo nac ional de los productos elabo rados en la industri a correspon­
diente. Asimismo, únicamente en 81 casos -35%- se conced ie­
ron benefic ios de ca rác ter tributario - reducc iones im pos iti vas y 
arance larias- por lo qu e ca bría esperar, d e disponerse de la in ­
fo rmac ión necesari a pa ra efectuar el correspond iente cá lculo, que 
el gasto fi sca l que im plicó la po lít ica indust rial no fue excesivo 4 3 

M ayor generos idad se aprecia, por el contrari o, en la conce­
sión del benefic io de expropiac ión fo rzosa de terrenos, que apa­
rece en 67% de los proyectos y cuyo costo para el erario púb lico 
es nulo, por lo qu e pu ede pensa rse que lo obtuvieron todas las 
empresas que lo so lic itaron . Y fin almente los benefic ios de prefe­
rencia en el suministro de maqu inaria, materiales de construcc ión 
o materi as primas aparecen en mu y pocos casos, excepto este 
último que fu e oto rgado a la totalidad de las empresas relac iona­
das con los gasógenos44 y la prod ucc ión cementera dec laradas 
de interés nac ional. 

H emos ind icado anteri o rm ente que, pese a estar en princip io 
dirigida a la prom oc ión de acti vid ades empresari ales pri vadas, la 
Ley de Industr ias de Interés Nacional se apli có tambi én a las em ­
presas púb licas del grupo INI. Ello en virtud de un imperativo ju ­
rídico contenido en la ley de c reac ión de dicho Instituto que otor­
gaba los correspondientes beneficios a las empresas que éste creara 
o en las que partic ipara mayoritari amente . D e ahí que sea in tere­
sa nte conocer si la d istribución de ayudas estatales a las empre­
sas públicas tuvo un ca rácter d iferencial respecto de las privadas. 

A este respecto, en los datos del cuadro 245 pu eden aprec iar­
se, en prim er lugar, algunas diferencias significa ti vas en la distri -

42 . Véase Javier Braña, La fun ción económica del Estado capitalista. 
Contribución al análisis del p roceso de industrialización dependiente en 
España, 1964- 1977, tesis doctoral, Madrid , 198 1. 

43 . Naturalmente, con esta afirmac ión no se olvida la deliberada y 
aparentemente contradictoria política de "desgravación fi scal" al conjunto 
de las ac tividades industri ales durante todo el período; si bien su alcance 
en principio es globa l, en la práct ica beneficia a las grandes empresas y 
a los conocedores de los entresi jos de las normas fi sca les. Respecto de 
este tema, véase J. Fernández Ca inzos, La hacienda pública y la acumu­
lación de capital en España (1939- 1959) . Un ensayo de in terpret~Kión , 
tesis doctoral, Santiago de Compostela, 1979. 

44. Es decir las incluidas en las ramas de combust ibles para gasóge­
nos, gasógenos para automóviles y cuat ro de las encuadradas en la fa bri ­
cac ión de automóviles. Para mayor claridad , véa nse los epígrafes 7, 16 
y 17 del capítulo 111 de Buesa, op. cit. 

45. Debe advertirse que en este cuadro hemos considerado como ~m ­
presas del IN I tanto las de pa rticipación mayoritari a, directa o indirecta, 
como las de participac ión minoritaria, por no haber encontrado diferen­
cias significativas entre ambos gru pos. Estas últimas suman un total de 
nueve empresas. 
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CUADRO 2 

Resultados globales de la aplicación de la Ley de Industrias de Interés Nacional (1940-7963). 
Desagregación entre empresas del /NI y resto de las empresas (RE) 

Beneficios concedidos1 

Sectores a b e d A 8 e o E F e H 

l. Sección de medios de producción INI 15 15 3 4 12 15 14 
RE 7 7 6 4 4 2 

Maquinaria, equipos industriales y componentes INI S S 4 S S 
RE 3 3 3 2 2 

Maquinaria y tractores agrícolas INI 1 1 1 1 
RE 2 2 2 1 2 

Construcción naval INI 3 3 3 3 2 
RE 

Construcción de aviones e industrias conexas INI 6 6 2 3 4 6 6 
RE 2 2 1 2 1 

11. Sección de productos intermedios INI 27 33 7 6 32 29 29 6 
RE 62 102 7 2 84 21 22 S 8 9 9 

Minería INI S S 2 S S S 2 
RE 7 7 1 1 1 6 6 

Producción de energía eléctrica INI 7 11 10 7 7 
RE 21 58 58 3 3 

Combustibles para gasógenos INI 
RE 7 7 7 

Combustibles líquidos INI 2 3 2 3 3 3 3 
RE 1 1 1 1 1 1 

Fertilizantes nitrogenados INI 2 2 1 2 2 2 
RE S S 3 S 4 4 

Otros productos químicos INI S S S S S 
RE 4 4 3 1 2 

Fibras celulósicas textiles, celulosa y pasta de papel INI 4 4 4 4 4 
RE S S 4 4 4 

Sideru rgia INI 2 2 2 2 2 
RE 9 10 7 6 7 

Otra metalurgia básica INI 1 1 1 1 1 
RE 3 3 3 

Cemento INI 
RE 2 2 2 2 2 2 2 

111. Sección de medios de consumo INI 8 8 7 6 6 2 
RE 58 59 2 8 8 51 

Penicilina y antibióticos INI 
RE 2 2 2 2 2 

Gasógenos para automóviles INI 
RE 46 47 47 

Fabricación de automóviles INI 2 2 2 2 2 
RE 4 4 4 

Receptores de televisión INI 1 1 1 1 
RE 6 6 6 6 

Industria alimentaria INI S S 4 4 4 
RE 

Servicios INI 6 6 2 6 6 6 
RE 1 1 

Telefonía y telecomunicación IN I 2 2 2 2 2 
RE --
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Beneficios concedidos1 

Sectores a b e d A B e o E F e H 

Transporte aéreo y ot ros IN\ 4 4 4 4 4 
RE 1 1 

Total2 IN\ 55 62 10 13 57 56 55 8 
RE 728 169 9 2 98 25 26 75 8 9 60 

1. Número de proyectos industriales para los que se conceden los beneficios que se reseñan. 
2. Las ci fras de esta fila, así como las de los subtotales seccionales, referidas al número de empresas (columna a) no coinciden necesa riamente con la 

suma de las cifras de cada sector por existir tres empresas que se repiten en distintas ramas de la secc ión de productos intermed ios y una que se 
repi te en distintas ramas de las secc iones de medios de producción y medios de consumo. 

Signos: a: número de empresas; b: :1úmero de proyectos indust riales; e: número de empresas a cuya ampliación se conceden beneficios; d: número 
de empresas a que se conceden prórrogas en la percepción de beneficios. 
A: expropiación forzosa de terrenos; B: red ucción hasta un 50% de los impuestos; C: garantía de un rendimiento mínimo del capital invertido; 
D: reba ja de derechos arance larios; E: imposic ión de los productos obtenidos al consumo nacional; F: preferenc ia en el suministro de maqu ina­
ri a; G: preferencia en el suministro de materiales de const rucción; H : preferencia en el suministro de materi as primas para la producc ión. 

Fuente: Elaboración propia, mediante consulta día por día del Boletín Oficia l del Estado, 1940-1963. 

bución secc iona ! y secto ri al de las empresas públicas en relac ión 
con las privadas, pues en la sección de medios de producción 
y en las ram as de servidos predominan aquéllas sobre éstas. Ade­
más, ex isten va ri as ramas de las secc iones de productos interm e­
dios y bienes de consumo -como la producción de combusti ­
bles líquidos, otros productos quím icos e indust ri a alimenta ria­
donde también encon tramos más empresas púb licas que priva­
das. Todo ello denota una distinta o ri entación de la intervenc ión 
directa del Estado en la prod ucción respecto de las prácticas de 
intervención indirecta, lo que se encuentra relacio~ado con el 
papel subs idiari o el e las activ idades empresari ales estatales, aun­
que ello no autorice -dada la presencia conjunta de am bos ti ­
pos de empresas en quince ramas, e inc luso la participación fi ­
nanciera el e cap itales púb licos y pri vados en las mismas 
empresas- a sostener la tesis muy extendida de la ex istencia de 
especializaciones productivas dist intas para ambos tipos de 
capitales. 

Por otro lado, se comprueba qu e la generosidad de las ayu­
das fue muy superior en las em presas públ icas, pues alrededor 
de 90% de los proyectos por ell as emprendidos obtuvieron los 
beneficios fisca les previstos en la ley, mientras que esa propor­
c ión se red uce a 15% en el caso de los proyectos de empresas 
privadas. Además, es en las empresas púb licas donde se concen­
tra el mayor número de ampliac iones y prórrogas de beneficios, 
sobre todo de estas últimas. Puede afirmarse, por tanto, qu e en 
general las empresas del INI que obtuvieron las ayudas contem­
pladas en la Ley de Indust rias de Interés Nacional46 ocuparo n 
una posición privilegiada en relación con las empresas privadas 
que se encontraban en igual situac ión . Tal afirmac ión es, sin em­
bargo, matizab le en el sentido de que, en algunos secto res espe­
cíficos, como la construcc ión de maquinaria, industri a aeronáu-

46. Téngase en cuenta que no todas las empresas del IN\, fuera o no 
su p~rticipación mayoritaria, se ca lifica ron de interés nac ional. 

ti ca, combustibles líqu idos, fertili zantes nitrogenados, celulosa y 
siderurgia , no se da esa diferenc iac ión en los tipos de ayudas ob­
tenidos, de fo rm a que, con independenc ia de su propiedad , la 
cas i to talidad de las empresas goza ron de los mismos beneficios. 

O tro aspecto que nos interesa destacar se refiere a la distribu ­
c ión tempora l de las dec larac iones de i nte ré~ nac i o n a l. Los datos 
co rrespondientes, desagregados por secc iones y segú n la propie­
dad pública o privada ele las empresas, 47 son los relac ionados en 
la gráfica 1. En ellos se puede comprobar cómo la concesión de 
ayudas estatales, tanto a empresas privadas como púb licas, at ra­
viesa tres fases claramente diferenciadas. La primera, que com­
prende los tres pr imeros años de la década de los cuarenta, se 
caracter iza por un alto ritmo de concesiones, aunque éstas se con­
centraron en muy pocas ram as -aeronáutica, const rucción na­
va l, minería, combustibles líquidos, fertilizantes nitrogenados, otros 
productos químicos, ce lulosa, siderurgia e indu stri as relaciona­
das con los gasógenos-. En la segunda, que abarca desde el 
final de la anterior hasta el com ienzo de la década ele los cincuen­
ta, disminuye el ritmo anua l de ca lificaciones de interés nac io­
nal, existi endo incluso un año -1945- en el que ningún pro­
yecto obtiene beneficios. Y en la tercera, que se exti ende hasta 
el final de l período, el volumen de ayudas se intensifica conside­
rab lemente, diversificá ndose, desde el punto de vista sectorial, 
la o ri entac ión de las mismas. 

O tros autores han hecho referenc ia a este fenómeno, aunque 
de forma muy general. Así, Clavera et al. han destacado cómo la 
po lít ica indust rial seguida en la segunda mitad de los años cua­
renta no buscó tanto la sustitución de importaciones, como la re­
solución de "determ inados estrangulamientos en materias primas 

47. Nótese que en la gráfi ca aparecen empresas del IN\ en los años 
anteriores a la creación de este organismo. Se trata en estos casos de em­
presas declaradas de interés nacional en las que posteriormente el Inst i­
tuto participó como accionista. El lector interesado puede encontrar los 
datos numéricos desagregados por ramas en Bu esa, op. cit., pp. 120 y ss. 
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GRÁFICA 

Distribución temporal de los proyectos declarados 
de interés nacional (7 940- 7 963) 
(Cifras acumuladas) 
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para industrias y productos nac iona les", por lo que el interven­
cionismo ex istente en aq uella época "no debe confundirse con 
una acc ión estatal amplia en el proceso indust rial" 48 

La anterior descripc ión, probablemente acertada, no da cuenta, 

48. )oan Clavera el al., Capitalismo español: de la autarquía a la esta­
bilización (1939- 1959), Edicusa, Madrid , 1973, tomo 1, pp. 263-264. 

política económica e industria li zac ión en españa 

sin embargo, de las ca usas exp licat ivas del diferente ritmo ele apli­
cac ión de la Ley ele Industrias el e Interés Nac iona l, por lo que se 
hace preciso formu lar alguna hipótesis acerca ele ellas. En nu es­
tra op inión, en func ión ele los elatos que se exponen para ciertos 
casos concretos en rama s como la aeronáutica, co nstrucc ión na­
va l, combu stibl es líquidos, fertili za ntes nitrogenados, fibras celu­
lós icas textil es, aluminio y au tomóviles, en la investi gación que 
sirve ele base a este artículo,49 tal hipótes is -q ue esos elatos no 
pueden confirmar, aunque sí suger ir- iría en la sigu iente línea: 
en la primera etapa, independientemente ele algunas políticas más . 
coyunturales, corno la de los gasógenos, es posible emprender 
un efec ti vo proceso de sust ituc ión el e importaciones que implica 
la creación de nuevas acti vidades industr iales, gracias al aporte 
tecnológico y ele maquinaria ele las potencias fasci stas, fundamen­
talmente ele Alemania; ta l aportac ión, co rn o consecuencia ele los 
acontec imi entos que marcan el curso de la guerra mund ial, pri­
mero, y de su desen lace fina l, después, se ve fuertemente frena­
da a partir de 1943, lo que, unido a la enorme dificu ltad que la 
insuficienc ia de la generac ión de d ivisas en la ex portac ión com­
porta para financiar las importacio nes, conduce a una etapa en 
la que el mantenimiento del sistema productivo, más que su am­
pliación, constitu yen la preocupación bás ica de la política indus­
tr ial; y, fi nalmente, el camb io ele coyun tura externa, por efecto 
ele la guerra fría , que hace pos ible un nuevo acceso a recu rsos 
tecno lóg icos foráneos -cuya reorientación se buscó en la etapa 
anterio r- en el marco de una menor presión del estrangulam iento 
de la balanza ele pagos -aspectos ambos en los que la ayuda 
estadoun idense juega un pape l destacado-, permite el rep lan­
teamiento de los objetivos de sustitución de importac iones y, con­
secuentemente, una mayor bel igerancia del Estado en su con­
sec uc ión . 

¿Cuál fue la importancia que los capitales invert idos en las em­
presas declaradas de interés nac iona l, tuvi eron en el con ju nto de 
la economía española? En las cifras del cuad ro 3 se compara la 
cuantía del cap ita l nominal y desembolsa do en 101 de las em­
presas dec larad as de interés nac ional con la del conjunto de las 
soc iedades anónimas, al fina l del período. 50 

Como puede comproba rse, pese al reducidís imo número de 
soc iedades que fueron objeto de la intervenc ión estata l, los cap i­
tales en acciones por ell as emitidos alca nza n un terc io del tota l, 
porcentaje éste que se eleva en algo más de d iez puntos si única­
mente se consideran las acti vidades industria les . Dentro ele és­
tas, las rama s donde las cifras alcanzan va lores ni u y elevados son: 
automóviles; industrias aeronáuticas; construcción de buques; 
electric idad y gas; papel, ca rtón y sus productos; petról eos y lu­
bricantes, y siderurgia. Si se tiene en cuenta que, pese a las correc­
ciones efectuadas sobre los datos o ri ginales, la d istinta desagre­
gación de éstos respecto de la ahora empleada deforma en alguna 
med ida la visión de los resultados, y que, tanto por la insuficien­
cia de esos datos para aba rca r la totalidad de las empresas decla­
radas de interés nacional, como por el hecho de que en la fuente 
uti lizada sea frecuente la inclusión de soc iedades dedicadas a ser­
vic ios de comerciali zac ión dentro de las ramas industr iales ·co-

49. Buesa, op. cit., capítulos 111 y IV. 
50. El hecho de compara rse ún icamente datos de 101 de las 183 em­

presas dec laradas de interés naciona l se debe a que en el Anuario finan­
ciero utilizado como fuente no figuran más que esas empresas, lo que 
se explica tanto po rque algunas de las que obtuvie ron ayudas estatales 
a lo largo del período habían desapa recido en 1962, como por la propia 
insuficiencia de d icha fuente. 
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CUADRO 3 

Im portancia de las empresas declaradas de interés nacional en el conjunto de las sociedades anónimas españolas (1 962) 
(Millones de pesetas) 

Conjunto de las sociedades Empresas de interés nacional 

Capita l en acciones Capital en acciones Porcentajes 
Núm. de Núm . de 

sociedades nomina l desembolsado empresas nominal desembolsado E! A F/ 8 C/C 
Ramas de actividad (A) (8) (C) (E) (F) (G! 

Au tomóvi les e ind ustrias 
aeronáuticas 304 7 711 .9 7 11 8.0 13 4 239.9 3 828.9 4.3 54.9 53.8 

Cementos, cerám ica y material de 
construcción 377 4 668.4 4 530.8 1 150.0 150.0 0.3 3.2 3.3 

Const rucc ión de buques 37 S 656.0 S 478.0 3 3 350.0 3 350.0 8.1 59.2 61.1 
Electricidad y gas 295 42 084.9 41 884.3 23 34 137.2 34 076.7 7.8 81.1 81.4 
Maqu inaria, metalurgia y materi al 

eléctrico 1 982 23 466.0 22 509.0 16 2 652 .1 2 354.6 0.8 11.3 10.5 
M inería 272 S 131. 5 4 906.6 8 764.4 554.6 2.9 14.9 15.4 
Papel, ca rtón y sus ma nufacturas 167 3 948.3 2 945.1 S 1 785.0 825.0 3.0 45.2 28 .1 
Textil y confecc ión 1 472 11 754.5 11 648.5 2 979.6 979.6 0. 1 8.3 8.4 
Petróleos y lubrica ntes 43 7 865.9 7 403.8 2 6 531.9 6 11 8.6 4.6 83.0 82.6 
Prod uctos qu ímicos, fa rmacéuticos y 

fe rtili zantes 928 15 918.7 15 124.0 11 4 102.5 3 680.6 1.2 25.8 24.3 
Siderurgia 75 19727.3 19 408.9 9 18 329.6 18329.6 12.0 92.9 94.4 
Productos al iment icios 473 3 11 3.3 2 973.6 S 695.0 695.0 1.1 22.3 23.4 
Otras ramas industria les 2 774 25 789.7 20 328.0 

Total ramas industriales 9 199 176 836.4 166 258.6 98 77 717.2 69 436.2 1.1 43.9 41.8 

Telefonía, radiotelefonía y TV 40 775.7 547.8 1 145.0 145.0 2.5 18.7 26.5 
Transportes y agencias de viajes 269 1 236.7 1 216.4 2 240.0 240.0 0.7 19.4 19.7 
Ot ras ramas de servicios 3 919 so 025. 1 48 277.9 

Total ramas de servicios 4 228 52 037.5 so 042. 1 3 385.0 385.0 0.1 0.7 0.8 

Agricultura 197 1 656.4 1 602.4 
No clasificadas 585 S 575.6 S 261.8 

Total sociedades anónimas 74 209 236 705.9 223 764.9 707 78 702.2 69 82 7.2 0.7 33. 7 3 7. 3 

Nota: se han efectuado algunas correcciones en las cifras sectoriales del conjunto de las sociedades para ajustar la agregación a la clasificación sectorial 
de las empresas de interés nacional. Asimismo se ha incrementado la cifra total del capital nomina l del conjunto de las sociedades, respecto 
de la que figura en el Anuario , en 4 93 1.8 millones, pa ra co rregir un error de la fuente. 

Fuente: SOPEC, Anuario financiero y de sociedades anónimas de España, Mad rid, 1962- 1963, y elaboración propia. 

rrespond ientes a los productos comerc iali zados, se su bva lo ra la 
impo rtanc ia rea l del capital de aq uellas em p resas en el conjunto, 
p uede conc luirse q ue la in te rvenc ión del Estado en el p roceso 
industrial alcanzó dimensiones muy elevadas; y más aún si se con­
sidera la im portanc ia cuali tat iva de las acti v idades en que esa in ­
te rvenc ió n se centró, en la fo rm ac ió n y reproducc ión del sistem a 
prod uctivo. 

A ho ra b ien, los datos anteri o res no const ituyen sino una pri ­
m era aprox imac ió n a la eva luac ión ·de los efectos de las po lít icas 
ind ustriales que imp lica ro n prácticas de intervención estatal, pues 
en el los no se da cuenta de la inc idenc ia efecti va de la acti v idad 
de las empresas im pli cad as sobre la producc ión industri al. Sin po­
d er abo rd ar en el corto espac io de este artículo en toda su exten­
sión este tema, sí pueden expresarse en fo rma sintét ica los resu l­
tados de nuestra investigac ió n al respecto . 

Esos resu ltados se resumen en fo rma cual itati va en el c uad ro 
4. Como p uede apreciarse en relación con la partic ipac ió n de las 
em p resas decl aradas de interés nac ional en la producc ió n de las 
ramas co rrespondientes, ésta es muy alta (de 60 a 100 por c ien­
to) en q uince ram as, alta (de 30 a 60 por c iento) en o tras tres ra­
mas y baja en las c inco restantes. Pues bien, si se comparan estos 
datos con los que aparecen en el cuadro 5 -donde se expresa n 
las tasas de c recim iento de la producc ió n industr ia l para el 
perío do-51 p uede compro barse lo siguiente: 

51. A las ramas inclu idas en este cuadro hay que añad ir, por su inte­
rés pa ra nuestro estudio, las de tractores agrícolas, construcción nava l, 
vehículos industriales, automóviles y fabricación de receptores de TV, cu­
yas tasas de crecimiento anual acumulativo fueron, respectivamente, 43.7% 
(de 1955 a 1963), 12.9% (1 953-1963), 55.2% (1953- 1963), 50.3% 
(1953-1963) y 139.6% (1958-1963). 
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CUADRO 4 

Resultados globales de la intervención estatal mediante la declaración de empresas de interés nacional (7939- 7963) 

Importancia en la Presencia Empleo de 
producción de la Presencia del IN / de de capital tecnología 

ra ma la banca privada extranjero extranjera 

Secciones-ramas MA A 8 M A A 8 Sí No Sí No 

l. Medios de producción 

Maq uinar ia, equipos industriales y sus componentes \{:::: ::'/ INI-BP !: .::·•:-:·"'•' \· 
Maquinaria y tracto res agríco las !::::•<<·: ·•••::::: BP IN I 1 .· { ¡.:.:;:•••::::::.;.):{:} 

Construcc ión naval t..O.?············•:-:.::.::•:::•·•·· 
IN I BP li : 

Construcc ión de aviones y conexas ¡:•?:::.•::•:: IN I-BP ······················::: 

11 ° tuduuu> 1111 <: tew u> 

M inería (investigación minera) 1 :• . _II'J ~ {{ 
(ex tracción de ca rbones) 1 r: IN I-BP 82_ 
(otros minerales) [ }:f):::•:: IN I BP ) 

Prod ucción y distribución de energía eléctri ca m IN I-BP i 
Combustibles pa ra 15,,u0 c ,u, } 

Combusti bles líquidos y lubrica ntes IN I-BP !:0:::0::\•?::}• 

Fertiliza ntes nit rogenados r ··::••·· BP INI 

Fi bras textil es arti ficia les, ce lulosa y pasta de papel [ in> INI-BP 1r 
O tras industrias químicas lt?úil'·•·•·:::: IN I BP EL 1 ••······\~/ 
Siderurgia ¡:::•::•O?•:::::::••:·::· BP _11'11, 
O tra metalurgia básica 1•? ¡w:: IN I-BP h. 

.· 

. 
Cemento ¡ :::• : BP ,,,. 
111. Bienes de consumo 

Penicil ina y antibióticos 1·•?::•? BP ¡·. ,. 

Ga,u6 " •v> pa ra automóviles •••••••••••••••••• 

nausm a del automóvil [ •:::::::::::::•··· INI-BP f_ 
ReL"fl'u' "' de te levisión ¡ : : '. BP tL 
Indust ria alimentaria IN I BP ¡. 
Se, iu u> 

Telecomunicaciones 1: I I IN I [ li 
Transporte aéreo y otros 

l•':·:·····:···········::···t 

IN I BP 1 

1. Sólo fi bras art ificiales. 
2. Téngase en cuenta que en la petroquímica los resultados productivos se empezaron a producir una vez transcurrido el período. 
3. Sólo aluminio. 
Signos: MA: muy alta; A: alta; B: baja; INI : Instituto Nacional de Industria; BP: banca pri vada. 
Fuente: Elaboración propia. 

• De las nueve ramas de mayor dinamismo, cuya tasa de cre­
cimiento duplica con creces la del conjunto de la industria, en 
ocho -abonos nitrogenados, combustibles líquidos, aluminio me­
tal, energía termoeléctrica, tractores, construcción naval, indus­
tria del auto¡nóvil y receptores de TV- interviene el Estado en 
empresas con alta o muy alta partic ipac ión en la producc iÓn 
respectiva. 

• De otras nueve ramas también muy dinámicas cuya tasa de 

crec imiento se si túa entre 1.5 y 2 veces la del conjunto indus­
trial, en dos -extracción de lignito y fi bras celulósicas textiles­
la intervención estatal es asimismo muy acusada; por el contra­
rio, en otra - la industria cementera- es baja. 

• Y por último, de las restantes cuatro ramas con tasas de cre­
cimiento superi ores a la media, aunque cercanas a ésta, en dos 
-energía hidroeléctrica e industri a papelera- también intervie­
ne el Estado con una desigual part icipación de las empresas de-

i 



comercio exterior, abril de 1983 343 

CUAD RO S 

Tasas ele crecimiento anual acumulativo ele la producción industrial 

Según el CEN Según eiiNE 

Ramas industriales 1950/40 1963/50 1963/40 1950/40 1961/50 1961/40 

Energia 6.3 10.2 8.5 sd sd sd 
Eléctri ca 6.7 10.6 8.9 6.2 10.5 8 .4 
Hid rá uli c~ sd sd sd 4.3 10.9 7.7 
Térn1 ica sd sd sd 21.0 8 .7 14.4 
Gas de l a lu mbrado 2.6 3. 1 2.9 sd sd sd 

Ca rbones sd sd sd 2.4 3.2 2.8 
Grupo ex tracti vo 2.7 1.6 2.0 2.7 2.3 2.5 

Hulla 2. 1 0.4 1.1 2.1 1.4 1. 7 
A ntr~c it a 3.3 4.9 4.2 3.3 5.0 4.2 
Lignito 9.3 6 .2 7.5 8.9 4.1 4.3 

G rupo fab ril sd sd sd 1.2 7.4 4.4 
Coq ue me ta lúrgico sd sd sd 1.2 9.6 5.5 
Aglome rados sd sd sd 3.5 0.1 1. 7 
Coque , gas sd sd sd - 2.3 1.2 - 0 .5 

Cases combuslibles sd sd sd 3.4 2.8 3.0 

Minera les 3. 1 4. 9 4.1 sd sd sd 
No metá licos sd sd sd 6.6 6.6 6.6 

Sa les potás icas 7.0 4.6 5.6 7. 1 4.4 5.6 
Sa l gema sd sd sd 2.8 6.3 4.7 
Piri tas 4.4 2.3 3.2 6.7 7.3 7. 1 
Espa to-flú or sd sd sd 13.8 13.9 13.9 

Metá li cos sd sd sd 0.9 7.4 4.2 
Hie rro 3.3 6.3 5.0 1.0 8 .2 4.7 
Ci nc 3.6 3.1 3.3 4.3 2.9 3.6 
Plomo 0.1 3.7 2. 1 - 1.2 8.6 7.4 

Metalu rgia 0 .8 8.9 5.3 sd sd sd 
Side rurgia sd sd sd 0.4 9.8 5.2 

Li ngote de hie rro 1.1 8 .7 5.3 1.0 11 .4 6 .3 
Lingote d e ace ro - 0 .5 8.7 4.6 0 .1 9.5 4.9 
Ferro ma nganeso sd sd sd 3.4 8.7 6 .1 
Fe rrosi li c io sd sd sd 5.3 11.3 8.4 

Meta lurgia no fé rrea sd sd sd 3.0 9.0 6.1 
Cobre 13.4 9.2 11 .0 6.7 10.2 8.6 
Plomo - 2.7 4.5 1.3 -2.7 6.0 1. 7 
Cinc 3.8 8.9 6.7 5.6 5.6 5.6 
Alum inio 6. 1 25.8 16.8 6. 1 25.4 15.8 
Esta ño sd sd sd 29. 1 - 0 .7 8.7 
Me rcurio -0.2 -2.2 - 1.4 sd sd sd 

l!1dust rias químicas 5.6 14.2 10.4 4.3 10.9 7.7 
Ac ido sulfúrico 6.3 8.7 7.6 11 .7 4.5 7.9 
Ca rburo de ca lcio 4.1 8 .2 6.4 10.9 7.7 9.2 
Ca rbo nato sód ico 1.9 6.8 4.7 1.9 6.5 4.2 
Sosa ca ústi ca 7. 1 6.2 6 .6 6 .7 6 .3 6.5 
Abonos nit rogenados -2.0 34.7 17.3 - 5.1 35 .6 14.4 
Alcoho les e tíli cos sd sd sd 0 .9 6. 1 3.6 
Azufre 0 .0 0 .6 0.3 sd sd sd 
Superfosfatos 4.1 5.4 4.8 sd sd sd 
Destil ac ió n de petró leos 11.9 18.6 15.7 sd sd sd 
Caucho (ne umáticos) 7.2 17.7 13.0 sd sd sd 

Industria del cemento 4.1 9 .8 7.3 4.9 10.6 7.9 

Industria textil 1.9 2.9 2.5 - 0 .2 4.2 2. 1 
Hilados d e lana - 0.8 1.1 - 0.3 - 3.8 4.5 0.4 
Hilados de a lgodón 3.5 1.4 2.3 1.5 4.1 2.9 
Rayó n 12.3 5.2 8 .2 12.4 4.2 8.0 

Alimentación y bebidas 1.0 5.6 3.6 sd sd sd 
Acei te de ol iva - 0. 1 4.1 2.2 sd sd sd 
Sal ma rina 7.0 0.6 2.4 sd sd sd 
Az úcar 0.8 8.T- 4.9 sd sd sd 
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Según el CEN 

Ramas industriales 7950/40 7963/50 

Co nse rvas d e pescado 0.9 4.5 
Alco ho l vínico - 0 .1 4.9 
Ce rveza - 0.1 18.7 
Ta baco 4.0 2.2 
Ha rina 0.1 2.9 
Lec he conde nsad a 6.3 11 .0 

Industrias del cuero 1 0.6 3.0 
Cue ro y pie l 0.6 7.9 
Ca lzado y c ue ro 0.6 3.9 

Industria papelera 3.2 8.5 
Celulosa pa ra pa pe l 2. 1 8.6 
Pa pe l 3.9 8.0 

Total producción industrial 2.3 8.3 

política económica e industrialización en españa 

7963/40 1950/40 

2.9 sd 
2.7 sd 

10. 1 sd 
3.0 se! 
1.6 sd 
8.9 sd 

1.9 sd 
4.9 sd 
2.5 sd 

6.2 se! 
5. 7 se! 
6.3 sd 

5.1 4.0 

Según ei!NE 

796 7/50 

sd 
se! 
se! 
sd 
se! 
se! 

sd 
sd 
sd 

sd 
sd 
sd 

8.4 

796 7/40 

sd 
sd 
sd 
se! 
se! 
se! 

se! 
se! 
sd 

sd 
sd 
sd 

6.2 

l . La evide nte in co ngru e nc ia de las tasas o bte nidas pa ra estas ra mas se de be a de fi ciencias e n los datos d e base. 
s d: sin d atos. 
Fue nte : Ela bo rac ió n pro pia sobre d atos de los índices de la Producc ió n Industri a l publicados por e l CEN (La renta nacional de España, 7940-7 964, Ma­

drid , 1965) y e l INE (Anuario estadístico de España, Madrid , va ri os a ños). 

claradas de interés nacional en las correspond ientes producc io­
nes, muy alta en el primer caso y baja en el segundo. 

Es dec ir, la intervención estatal produce efectos, casi siempre 
muy acusados, en 13 de las 22 ramas industri ales de mayor dina­
mismo, lo que denota una importante influencia en el crecimiento 
industri al, máx ime si se ti ene en cuenta que el va lor de la pro­
ducc ión de esas trece ramas era, al fin al del período, cuatro ve­
ces superior al de las nueve restantes. 

Por otro lado, debe destaca rse que el conjunto de las ramas, 
dinámicas o no, sobre las que el Estado vertió sus ayudas supo­
nían en 1962 - según datos extraídos de la Tab la de insumo­
producto de dicho año- en torno de un tercio de la producc ión 
indu stri al, lo que da cuenta de la extensión cuantitativa de esas 
ayudas. Si es ci erto que, a lo largo del período, el crecimiento 
de la economía española gravita sobre la actividad industrial , no 
es menos cierto que una parte muy importante de esa actividad 
se sustenta sobre la intervención estatal, de form a que las empre­
sas directamente benefi ciadas por tal intervención constituyan los 
agentes princ ipales del dinami smo económico. 

Ahora bien, los resultados de la intervención del Estado no han 
de contemplarse únicamente desde la perspecti va del crecimiento, 
sino también desde la ópti ca de la reproducc ión del sistema pro­
ductivo . A este respecto cabe indica r que, como destacó 
Torres, 52 el sistema productivo español se articulaba fundamen­
talmente sobre la producc ión de bienes de consumo y de deter­
minados insumos intermedios, encontrando su debilidad más im­
portante en las producciones de maquinaria y equipos, así como 
en la de determin adas materias primas. Ello comportaba unas ne­
ces idades de importac ión cuantitativamente pequeñas pero cua- . 
litativamente importantes para la reproducc ión, hasta el punto de . 

52. Ma nue l de To rres, op . cit., y " El come rc io exte ri o r y e l desa rrollo 
econó mico espa ño l", e n Información Comercia l Española, núm. 328, di­
c ie mbre de 1960. 

que, en el desarroll o del proceso económico, estaba siempre pre­
sente el ri esgo del estrangulamiento externo. 

Evidentemente, la políti ca indu stri al - que no atendió, sa lvo 
en actuac iones esporádicas el e escasa relevancia, a la producción 
ele bienes de equipo- fu e incapaz el e resol ve r o al menos de ate­
nuar el ri esgo del estrangulamiento extern o . Pero hay que seña­
lar que tampoco se propuso resolverlo al aceptar la imposib ilidad 
ele sustituir importaciones en este campo. Ello puede comprobarse 
no sólo atendiendo a las prácticas rea les de la intervención esta­
tal, sino confrontando los textos y declarac iones gubernamenta­
les de la época 53 De ahí que pueda afirm arse, pese a los dicta­
dos ele la sabiduría convencional, que la autarquía en el sentido 
fuerte del término no fue el hori zonte deseable de esa polít ica. 

Finalmente, en relac ión con la presencia de las fracciones ele 
capital más importantes en las empresas declaradas de interés na­
c ional (véase el cuadro 4) cabe destacar que tanto el capital ban­
ca rio privado como el capital públi co (INI) se encuentran, sepa­
rada o conjuntamente, detrás de la mayor parte de las mismas. 
A esta presencia hay que añadir la del capital extranjero en siete 
ramas, en todos los casos en empresas donde parti cipaban tam­
bién capitales púb licos y privados nac ionales. Sin embargo, esta 
presencia de intereses foráneos no deriva sólo de la inversión fi­
nanciera , sino tam bién y muy acusadamente de la consolidac ión 
a lo largo del período de un proceso de crec iente dependencia 
tecnológica. 54 En todo caso, de los datos expuestos y de la in­
vesti gación de la que deri van se desprende cla ramente que fu e 
la banca privada la fracc ión de capital más benefi ciada por la in ­
tervención estatal, al haberse centrado ésta sobre industri as con 
un alto grado de monopolio donde aquélla ocupaba una posi­
ción dominante en el contro l de las empresas. O 

53. Lo q ue he mos hec ho e n Buesa, op. cit. , pp. 149 y ss. 
54. Ev ide nte me nte, los d atos de l cuadro 4 no dan cue nta, sino d e for­

ma e xces iva me nte sim ple , de e ste fe nó me no . De todos mod os, la afir­
mac ió n se e nc ue ntra sufi c ie nte me nte fun da me ntada e n Buesa, op. cit., 
ca pítulo IV. 


